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			INTRODUCCIÓN


			Ramón Górriz


			Los días 14 y 15 de noviembre, la Fundación 1º de Mayo de CC OO celebró el III Congreso Trabajo, Economía y Sociedad, y llevó por título “Repensar la economía con las trabajadoras y trabajadores”.


			Se debatieron temas como las políticas contra la desigualdad, la democracia en la empresa, la brecha intergeneracional o la negociación colectiva.


			Cabe destacar la ponencia dedicada a la experiencia portuguesa, a cargo de Francisco Louça, de la Universidad Técnica de Lisboa y antiguo diputado y dirigente del Bloco de Esquerda, y la comunicación sobre Europa que presentó Raymond Torres, director de Coyuntura y Análisis Internacional de Funcas y anterior director de los Servicios de Estudios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 


			Todos los paneles contaron con la participación de dirigentes sindicales, tanto nacionales como internacionales, con especialistas en las materias que se van a abordar en este libro y con el director de la Oficina de la OIT en España.


			Este congreso implica repensar alternativas en un contexto en el que las políticas neoliberales mantienen la hegemonía, debilitan el estado de bienestar y continúan atacando los derechos económicos, laborales y sociales, a la vez que, desde las elites económicas, políticas y financieras, intentan ningunear e invisibilizar el movimiento sindical. 


			En los últimos meses han aparecido numerosos riesgos: la guerra comercial entre Estados Unidos y China, la incertidumbre frente al brexit, el cambio climático, la crisis del modelo económico alemán y la crisis de la Unión Europea, las crisis de las economías emergentes, como Argentina, Turquía… Y todos ellos apuntan hacia una desaceleración económica mundial, que, sin ninguna duda, afectará a España. La economía se ha ido desacelerando y amenaza con llegar a transformarse en una recesión, aunque posiblemente vaya a ser menor que la de 2008-2009. La economía española se enfría, pero no entrará en recesión.


			Mientras, Europa se sigue construyendo de manera antidemocrática. Las políticas económicas y sociales y políticas que han emanado de la UE han sido devastadoras; las políticas de austeridad y la crisis migratoria han creado problemas sociales crecientes en el centro de Europa y Francia y han alimentado el avance de la extrema derecha. Cambiar estas políticas debe ser el elemento central para construir una Europa social.


			El reparto desigual de la riqueza generada ha dado lugar al fuerte crecimiento de la desigualdad, principal causa de la de­­bilidad del crecimiento y de un modelo dominado por la precariedad (fuerte deterioro de los salarios del modelo de empleo estable y con derechos).


			Por otro lado, no podemos obviar, a la hora de construir una alternativa a las políticas neoliberales, la falta de atención y el rechazo de los partidos de izquierda a la “cuestión trabajo”, olvidando la relación entre los derechos de los trabajadores y los derechos de ciudadanía.


			En este III Congreso hemos querido mirar hacia todos los puntos que contextualizan y condicionan la actividad sindical. La brecha social se ensancha, los jóvenes son cada día más precarios, las desigualdades de género persisten, las tendencias demográficas son también desiguales y la situación de los migrantes, desalentadora. Y desde luego, ninguno de estos aspectos se va a resolver  solo.


			Durante estos días hemos conocido cómo se acentúa la desigualdad: crecen los grandes patrimonios y las grandes fortunas mientras aumenta el número de pobres, que, además son más pobres cada día.


			Este panorama desolador trasciende al plano de las libertades democráticas. Valga aquí la reflexión de Josep Fontana en el prefacio de su libro Cómo empezó el engaño: capitalismo y democracia:


			Vivimos en un mundo constituido mayoritariamente por estados cuyas formas de gobierno son democracias parlamentarias basadas en constituciones que garantizan los derechos y libertades de todos los ciudadanos, pero donde los gobiernos elegidos tratan de favorecer los intereses económicos de las grandes empresas y de los más ricos. La vida política se lleva a cabo públicamente atendiendo a los problemas que afectan al conjunto de los ciudadanos, mientras que la trama de la legislación en beneficio de los intereses del capital financiero y de los grandes empresarios se mantiene discretamente en la sombra (Fontana, 2019).


			Asimismo, Francisco Louça y Michael Ash escriben en Sombras: el desorden financiero en la era de la globalización: “El dominio de la economía y de las finanzas en la sombra forma parte de la lógica del capital” (Louça y Ash, 2019).


			El título del congreso quiere, pues, servir para generar una dimensión democrática en la economía y poner a las clases trabajadoras en el lugar que les corresponde: más allá del papel de la negociación colectiva, en la determinación de las condiciones de trabajo. 


			La negociación colectiva es un instrumento de democracia, de regulación de los derechos laborales y de las condiciones de trabajo; de participación de los trabajadores en el crecimiento y desarrollo económico y productivo en la empresa, de compromiso con el futuro del empleo estable. Tiene efectos en los derechos individuales y colectivos de los trabajadores, efectos en el sistema económico; es la pieza esencial por la que se redistribuye el excedente empresarial y, por tanto, una pieza clave a la hora de reducir la desigualdad. Pero el movimiento sindical va más allá del centro de trabajo.


			Estamos convencidos de que la democracia no debe circunscribirse solo al ámbito político. El problema de la explotación, de la mala organización del trabajo, no puede ser un campo secundario de la acción política y social, parafraseando a Bruno Trentin, personalidad del sindicalismo italiano y europeo.


			Repensar la economía con las clases trabajadoras y ensanchar la base de la democracia en los centros de trabajo son las tareas mediante las que las clases trabajadoras pueden reconquistar la hegemonía cultural del trabajo pérdida. Así, analizar los cambios que se están produciendo en la estructura productiva y las consecuencias que tienen en la composición y caracterización de las clases trabajadoras son algunos de los objetivos del congreso.


			De estas reflexiones, no cabe duda que surgirán pistas para la actividad del sindicalismo confederal.
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			CAPÍTULO 1


			REPENSAR LA ECONOMÍA CON LAS TRABAJADORAS 
Y TRABAJADORES


			Unai Sordo


			La democratización de la empresa y la participación de los trabajadores en ella es una de las mayores aspiraciones desde una perspectiva del interés social de la economía. El movimiento sindical y el conjunto de la sociedad no pueden renunciar a que las decisiones de inversión privada se tomen teniendo en cuenta el interés general. 


			Por eso, hoy en día, el gran reto de la izquierda política y social comprometida con la transformación del mundo es re­­pensar la economía y la empresa —que fundamentalmente es un espacio de poder— desde la democracia, ya que lo más relevante para generar sociedades más libres, equitativas y justas, para lograr una distribución de los bienes y servicios producidos más equitativa, es la propiedad de las empresas. 


			Es un tema que tiene varias dimensiones que conviene distinguir. En primer lugar, la democracia económica, que, aun siendo un concepto complejo que admite distintas interpretaciones, nos habla de la posibilidad de que seamos los ciudadanos, en cuanto personas trabajadoras, quienes tomemos decisiones sobre las cuatro preguntas clásicas de la economía: qué producir, para quién producir, cómo producirlo y cómo repartir la riqueza generada. El Estado, al introducir el criterio de necesidad en la asignación de recursos para cubrir algunos bienes y servicios (sanidad, educación, vivienda, dependencia, etc.), permite que no sean solo los criterios de mercado —es decir, de aquellos que tienen mayor poder adquisitivo— los que determinen qué se produce y para quién se produce. Pero es la creación del capital colectivo la que permite que los trabajadores podamos participar en la toma de decisión de las otras dos preguntas clásicas de la economía. En el “cómo producir”, la participación de los trabajadores en la gestión de las empresas es determinante para que no se atiendan solo las razones de rentabilidad cortoplacista del capital, y se mejoren las condiciones de trabajo, la salud laboral, se negocie el ritmo de incorporación del cambio tecnológico, se gestione de forma inclusiva la fuerza laboral ante modificaciones coyunturales de la demanda. Todo ello, en términos macro de todo un país, determina la capacidad de creación de empleo estable, decente y con derechos, enfrentándose a la lacra de la precariedad laboral. 


			En el “cómo repartir la riqueza generada”, la distribución primaria de la renta entre trabajadores y accionistas-rentistas, resulta evidente que una mayor participación de los trabajadores en el capital de las empresas reduce la desigualdad social de un país. Los sindicatos somos el principal agente so­­cial que introduce la democracia en la empresa, pero los sindicatos operamos en diferentes marcos legales: algunos de ellos son más favorecedores de la democratización de la empresa, y otros no. 


			Si bien es cierto que la participación también es un concepto amplio, que va desde procedimientos de información-consulta hasta la intervención de los trabajadores en los órganos de la empresa. No se puede hablar de participación si los trabajadores no están en situación de ejercer cierta influencia en los asuntos de la empresa. La participación de los trabajadores en los consejos de administración es una cuestión muy relevante en la mayor parte de los países europeos: 17 de los 28 miembros de la UE, además de Noruega, tienen sistemas que garantizan el derecho de los trabajadores a estar representados en el consejo de administración o de supervisión de sus empresas, con algún poder de decisión. 


			Repensar la economía desde la democracia debe impulsar, por tanto, la creación de sólidos espacios de capital colectivo en la empresa capaces de ofrecer marcos de intervención sindical que incrementen la participación de los trabajadores en su gestión y, en algunos casos, una distribución más igualitaria del capital en ellas; como plantearon la ley de cogestión alemana de 1976, los fondos de inversión colectiva de los trabajadores instaurados en Suecia en 1984 o la reciente propuesta de par­­ticipación de los trabajadores en los consejos de administración aprobada por el Partido Laborista británico en su reciente Congreso de Liverpool por iniciativa de su responsable de economía, John McDonnell. 


			En España ha resultado muy provechosa para los intereses de los trabajadores la participación de los representantes sindicales en las empresas públicas, fruto del acuerdo INI-Teneo con CC OO y UGT en 1995, a la hora de enfrentarse a expedientes de regulación de empleo, procesos de privatización, ventas de empresas y cierres de centros de trabajo. Dicha actividad en los consejos de administración fue complementada por la acción sindical habitual en estas situaciones, movilizaciones laborales incluidas. También es un buen ejemplo, en este caso de empresa privada, el acuerdo alcanzado en 1994 en Cons­­trucciones Auxiliares del Ferrocarril —compañía del sector de construcción de material ferroviario con más de siete mil trabajadores y con centros de producción en todo el mundo— por el que parte del capital de la empresa se vendió a los trabajadores, que actualmente detentan la propiedad de más de un 25% de la empresa, agrupado en Cartera Social, que es el primer accionista. No obstante, la participación financiera de los trabajadores en la empresa también acarrea riesgos desde un punto de vista sindical que no podemos obviar. 


			Desde el momento en que una parte de la retribución del trabajador pueda estar vinculada a la evolución económica de la empresa o al valor de sus acciones, si tenemos en cuenta el alto grado de desintegración de los procesos productivos de muchas actividades, la tentación de maximizar el resultado empresarial sobre la reducción de costes de las empresas subalternas de la principal, puede “contaminar” a una parte de los trabajadores que también son “propietarios” de la empresa. Es decir, hay que considerar que sin una profunda intervención sindical se puede agudizar la contradicción entre los trabajadores situados en el núcleo central de la cadena de valor y poseedores de parte del capital, con quienes están en los espacios externalizados. Ya que la reducción salarial o precarización del empleo de estos puede utilizarse para maximizar los beneficios de la empresa principal. Por ello, nuestra visión sobre la participación del trabajo en el capital colectivo no es algo que vinculemos solo a un modelo de apropiación de la productividad de la empresa y sus excedentes (algo legítimo), sino también, y principalmente, a una forma de fortalecer la posición de trabajadores y trabajadoras de forma colectiva —es decir, sindicalizada— en la toma de decisiones estratégicas empresariales. 


			Por lo tanto, la lógica de la participación financiera en la empresa no se puede disociar de la visión del mundo del trabajo organizado y sindicalizado sobre toda la cadena de valor, desbordando el estricto perímetro de la gran empresa. Sin tener en cuenta este análisis estaríamos hablando de un mero sistema de retribución variable vinculado a objetivos o evolución del precio de acciones, que, como sindicato, nos genera serias dudas para determinar estrategias de actuación, ya que puede ser contraproducente. 


			Asimismo, hay que considerar que este planteamiento debe afrontarse, de forma paralela, para apurar los márgenes que el derecho laboral otorga en materia de procedimientos de información y consulta, que disputan con el empresario la capacidad de organizar unilateralmente la empresa. Este también es un tema de importancia, ya que el sindicalismo no debe utilizar solo el periscopio, sino también el microscopio. Una importante mejora de la acción sindical tiene que venir del pulso por disputar el acceso a la información en el centro de trabajo. 


			En la medida que la segmentación de la clase trabajadora del futuro puede venir determinada en buena parte por el acceso democrático a la formación y al reconocimiento permanente de las cualificaciones los sistemas de participación, información y consulta requerirán cada vez un mayor poder sindical y un mayor grado conocimientos de nuestros representantes en las empresas, tanto de los sindicalistas de referencia como de los “cuadros” sindicales. 


			Este ejercicio de prospección será muy difícil hacerlo desde los mecanismos que ofrece una negociación colectiva muy atomizada dada la ingente cantidad de pequeñas empresas que caracteriza nuestro tejido industrial. El sindicalismo en este terreno puede jugar un papel relevante, si contamos con un marco institucional reconocido y que nos permita utilizar nuestra penetración en miles de empresas para anticipar los cambios. Y aquí, la información que extraemos en el centro de trabajo, junto a la presencia en los distintos espacios bipartitos y tripartitos, nos puede permitir ser un agente dinamizador fundamental. 


			Hay que reconocer, no obstante, que estas dinámicas son complicadas porque las reformas introducidas en los últimos años han ido en sentido contrario, incrementando el poder de decisión discrecional del empresariado en una visión neoautoritaria de la relación laboral y la organización de la empresa. Pero sin utopías cercanas es imposible el avance del progreso social.









			CAPÍTULO 2


			CONECTAR LA DEMOCRACIA CON LA ECONOMÍA


			Bruno Estrada y Gabriel Flores 


			Vivimos tiempos difíciles para la democracia en todo el mundo. No es algo nuevo, ya se han vivido antes; varias veces a lo largo del siglo XX —que, no lo olvidemos, es el siglo de la democracia en la larga historia de la humanidad—, y siempre, hasta ahora, la democracia ha salido fortalecida frente a sus enemigos, las elites económicas, los latifundistas de capital. ¿Será también así en el siglo XXI? ¿Es el momento de que la democracia entre en territorios, como el de la economía y la empresa, que le estaban vedados? Creemos que sí: cuando las fuerzas progresistas se han situado en posiciones de mera resistencia, como en los años ochenta y noventa, el resultado ha sido el retroceso de los derechos sociales y laborales y una creciente desigualdad.


			¿De qué hablamos cuando señalamos que la democracia económica permitirá ampliar y fortalecer sistemas democráticos capaces de proteger la convivencia y el bienestar de la ciudadanía? Este es el amplio terreno de juego, el de la lucha por nuevos derechos, que acota el debate que ha acogido Espacio Público, en colaboración con la Fundación 1º de Ma­­yo de CC OO.


			La Gran Recesión, iniciada en 2008, y las políticas de austeridad fiscal y devaluación salarial impuestas por las ins­­tituciones europeas a partir de 2010, siguiendo las recetas neoliberales, han generado como reacción que gran parte de la ciudadanía haya retomado la consciencia de la importancia de contar con libertades, derechos e instituciones que nos permitan defendernos de la depredación de los mercados financieros. Sin embargo, también hay que reconocer que, a la vez,  algunos sectores sociales han perdido la confianza en las bondades de un sistema democrático que cada vez les ofrece menor protección. 


			La recurrente explosión de burbujas financieras, fruto de una paulatina pero constante desregulación de los mercados de capitales, ha fragilizado la protección de las relaciones laborales y el derecho del trabajo, acelerando su mercantilización y el ritmo de sustitución de empleos decentes con salarios dignos por trabajos precarios de baja remuneración. La consecuencia de esos procesos, además del paulatino deterioro del estado de bienestar, ha sido el aumento de los riesgos de po­­breza y exclusión social de una parte importante de la población, sobre todo entre las generaciones más jóvenes, lo que ha incrementado su desafección hacia los partidos políticos y las instituciones representativas.


			Para estos sectores de la sociedad, las distopías han ganado espacio a las utopías cercanas, de forma que la democracia se ha estrechado y ha dejado de ser apreciada, al reducirse drásticamente las alternativas políticas que apuestan por la recuperación, en un futuro previsible, de los empleos, salarios, derechos y bienestar que se han perdido en los últimos años. Muy pocos partidos con posibilidades reales de alcanzar posiciones institucionales tienen la voluntad de gobernar de otra manera para mejorar las condiciones de vida de las trabajadoras y trabajadores poniendo coto a los privilegios de las élites económicas.


			Es evidente que las generaciones más jóvenes son las que han sufrido en mayor medida la precariedad laboral y las que tienen un futuro con mayores incertidumbres. Jóvenes que no se sienten interpelados por la experiencia histórica que su­­pu­­so la era de las tiranías europeas, o la dictadura franquista en España, ni disponen, en muchos casos, de una memoria histórica que les ayude a comprender la ineficacia, inmoralidad e injusticia que suponen los regímenes autoritarios.


			En la mayoría de los países capitalistas desarrollados cuyas instituciones democráticas no son capaces de ofrecer suficientes empleos y salarios decentes, se está generando una robusta tendencia hacía una menor identificación de la ciudadanía con los valores democráticos. Los datos de la Encuesta Mundial de Valores atestiguan dicha tendencia. 


			La democracia es una construcción frágil y reciente en términos históricos, una conquista reversible que en los últimos años está sufriendo en Europa, y en todo el mundo, una campaña de descrédito organizada por poderosos enemigos. Ya no buscan su demolición, su objetivo es más inteligente: es erosionarla hasta reducirla a un cascarón de ceremonias formales que les permitan seguir protegiendo sus egoístas y elitistas intereses. 


			Repensar la economía con las trabajadoras y trabajadores implica proteger lo social frente a unos mercados que reparten de forma tan desigual, como injusta, rentas y riqueza. Supone considerar que el destino de la inversión pública, y de una parte sustancial de la inversión privada, tiene que decidirse teniendo en cuenta los intereses de la mayoría de la población. Esto es, que el poder democrático de la sociedad debe prevalecer sobre el poder económico de las elites en beneficio de la mayoría social, las clases trabajadoras y el planeta que nos acoge. Ello implica movilizar todas las energías existentes y la financiación pública y privada necesarias para apostar por alcanzar el pleno empleo con trabajos y salarios decentes para todas las personas que deseen trabajar, como sucedió en Europa Occidental y EE UU durante los treinta años dorados, tras la Segunda Guerra Mundial, cuando la desigualdad social se redujo de forma importante.


			Las elites económicas, el capital financiero y los grandes conglomerados empresariales globales actúan en sentido contrario, concentrando cada vez más poder, riqueza y rentas y utilizándolos para impedir que la sociedad les imponga límites, elimine sus posiciones de monopolio y oligopolio y regule la actividad económica en beneficio de la mayoría social y del planeta, cuya preservación es la condición previa a cualquier tipo de economía y vida. O democratizamos la economía o nos privatizan la política.


			 Cuando hablamos de democracia económica, ¿de qué estamos hablando?


			Al referirnos a la democracia económica evocamos dos amplios espacios de intervención que están interrelacionados: el primero se refiere a la participación en la dirección y el control de la gestión de las empresas de las trabajadoras y trabajadores, de los sindicatos que les representan y de las organizaciones sociales vinculadas a su actividad; el segundo, a la participación de los sindicatos representativos y del resto de agentes sociales en la definición y gestión de la política económica, en la identificación de las mejores herramientas disponibles para lograr los objetivos propuestos y en el control y evaluación de sus resultados.


			Introducir la dimensión democrática en la gestión de la economía y de la empresa, resituando el papel de las clases trabajadoras en el control de los procesos económicos, más allá del alcance y la práctica de una negociación colectiva que debe ser reforzada, obedece a dos lógicas plenamente interrelacionadas: una colectiva, la de una sociedad interesada en construir sistemas económicos y políticos de pleno empleo, más justos y equitativos; otra individual, la de incrementar la cantidad y calidad de la libertad individual, permitiendo que el desarrollo de la autonomía y libre elección de los individuos sea compatible con los intereses compartidos, la solidaridad y la cohesión social o la preservación del clima y la biodiversidad, que son un patrimonio común de la humanidad.


			Impulsar el avance de la democracia económica, también en el ámbito de la igualdad de género, ofrece un horizonte de nuevos derechos, de reformas, a las fuerzas progresistas que permite recuperar la hegemonía cultural, incorporando a la agenda política propuestas de modernización y cambio estructural del sistema económico y de la empresa.


			Democratizar las empresas no se reduce a ampliar el ámbito del cooperativismo o la economía social y solidaria, debe extenderse también a las empresas privadas y, en particular, a los grandes grupos empresariales. Esta tarea democratizadora de la economía y la empresa, lejos de desviar la atención sobre la imprescindible democratización de los Estados nación y la propia globalización, la complementan. Difícilmente se puede aspirar a democratizar lo que está más lejano, lo macro, si no somos capaces de abrir caminos para democratizar la actividad empresarial, lo micro, en la que estamos directamente involucrados o forma parte de nuestra vida cotidiana. 


			La democratización de la economía no se reduce tampoco a incrementar el papel o el peso del capital público y las empresas de propiedad pública debe extender su acción a las empresas privadas. 


			Disponemos de múltiples experiencias locales, nacionales e internacionales de impulso de la democracia económica. Buenas prácticas de las que aprender y aplicar para que la gestión de las empresas y la economía acaben impregnadas de los mismos valores, normas y prácticas de carácter democrático que rigen en el resto de ámbitos e instituciones de la sociedad. Se trata de identificar esas experiencias, promover su conocimiento y recabar el apoyo social que requiere la experimentación de nuevas formas de democracia en la economía.


			Son los consejos de administración de las empresas los que tiene que aprender del funcionamiento de las instituciones democráticas de la sociedad, ya que gracias a ellas hemos construido las sociedades más productivas, igualitarias, incluyentes y libres de la historia de la humanidad.


			¿Es necesario un gobierno progresista 
para abrir el campo de aplicación 
de la democracia a la economía?


			Se ha planteado en Espacio Público este debate sobre la democracia en la empresa y la economía en momentos electorales y políticos especialmente complejos y crispados a los que acompaña una creciente incertidumbre sobre el futuro económico mundial que ya se ha concretado en una desaceleración del crecimiento de la actividad económica y el comercio internacional.


			No obstante, el debate sobre la democracia económica rebasa con mucho el cortoplacismo de una campaña electoral en la que los partidos políticos tratan de diferenciarse. No sería apropiado para la reflexión sobre la democracia económica que este debate quedara atrapado en una maraña de argumentos, justificaciones y simplismos de carácter electoral. Pero era ineludible afirmar la conveniencia de un resultado electoral que facilitase, con las votaciones del 10 de noviembre, la formación de un gobierno progresista abierto a la consideración de las reformas legales, institucionales o estructurales encaminadas al avance de la democracia en las empresas y en la economía. 


			Por eso es tan importante la voluntad y la experiencia del acuerdo programático y la cooperación de las fuerzas progresistas y de izquierdas portuguesas en la última legislatura (2015-2019) que analiza aquí Francisco Louça. Una cooperación no exenta de diferencias y disputas que, junto a las innegables mejoras que ha supuesto para el pueblo portugués, nos permite entender algunos de los límites e insuficiencias de la acción gubernamental como único vector de la transformación social. Siendo imprescindible, la acción de un gobierno progresista no es suficiente para impulsar con éxito el proceso de democratización de la economía y la empresa, ya que este tiene que estar acompañado de un largo y complejo desarrollo de la organización y movilización política, sindical, social y cultural.


			Entendemos la modernización de una sociedad como su capacidad de actuar de forma conjunta, a través de mecanismos democráticos, en una dirección y, una vez obtenidos los resultados esperados, reorientar su acción hacia otros objetivos.


			Por ello, creemos que la democracia económica, en todos los rasgos que la constituyen y que son el objeto de reflexión y análisis de este debate que se ha abierto en Espacio Público, forma parte del núcleo del ilusionante proyecto de modernización del país que las fuerzas progresistas deben ofrecer a la sociedad para renovar estructuras y especializaciones productivas, reforzar la convivencia y ampliar los derechos, libertades y bienestar del conjunto de la ciudadanía.








 


			CAPÍTULO 3


			PORTUGAL: DESPUÉS DE LAS ELECCIONES DE OCTUBRE 
Y DEL FIN DE LA GERINGONÇA*1



			Francisco Louça


			Hay en Portugal un viejo dicho popular, muy viejo, que dice: “De España, ni buen viento ni buen casamiento”. Las lectoras y lectores de estas notas que viven en España captarán, así lo espero, la existencia de alguna prevención inscrita en la historia y en las percepciones populares de la única nacionalidad ibérica que no ha estado sometida al poder de Madrid a lo largo de la historia del último milenio. Y también lo que este dicho manifiesta. Lite­­ralmente, quiere decir que los vientos venidos de España (del este) son raros, pero perjudiciales para la agricultura. Asimismo, recuerda que las bodas entre las casas reales de los dos Estados se tradujeron en problemas dinásticos, diplomáticos y militares. Cuestiones que, de hecho, condujeron al único periodo en el que Portugal estuvo integrado en el reino de Castilla, entre 1580 y 1640. De ahí el “ni buen viento ni buen casamiento”.


			Claro que, sobre esto, los contemporáneos no tendrán nada más que una divertida curiosidad. Pero el consejo puede ser interpretado de forma moderna, sugiriendo que cada historia tiene su tiempo y su modo, lo cual sirve a ambos lados de la frontera. Y, si me permiten un consejo, tal vez sea mejor que en el debate político español tampoco se imponga alguna simplificación sobre el “ejemplo” o “modelo portugués”, tal y como lo usa de forma interesada en su estrategia el presidente en funciones Pedro Sánchez.


			Sería conveniente que en España no se fíen demasiado de los vientos portugueses, y tal vez, menos aún, de las bodas fortuitas que puedan atravesar la frontera. El riesgo de lecturas instrumentales de los acontecimientos específicos de cada país o de estrategias políticas diversas es demasiado grande, sobre todo en tiempos de emociones fuertes y conflictos duros como los que se han vivido o pueden volver a darse en las Cortes en las votaciones sobre el futuro gobierno. Lean por eso las siguientes líneas como una simple información o interpretación acerca de lo que han sido estos cuatro años, de las diferencias entre Portugal y España y, también, de la evolución política tras las recientes elecciones parlamentarias.


			Dos países diferentes, dos historias distintas


			Comienzo por lo que es obvio para quien lee estas líneas. Hay varias diferencias que imponen modos de realización de la política y de expresión electoral o de las opiniones públicas que son distintas entre Portugal y España. Creo que son, sobre todo, dos:


			Primero, Portugal vivió una transición posdictadura marcada por una crisis revolucionaria (de abril de 1974 a noviembre de 1975). La consecuencia más importante, para lo que nos interesa aquí, fue la forma de reconfiguración del sistema político: el principal partido de la derecha en Portugal —el Partido Popular Democrático/Partido Social Demócrata (PPD/PSD)— nacía de un ala disidente del partido de la dictadura, que estaba en conflicto abierto con el Gobierno sobre cuestiones democráticas y separada de él, a todos los efectos, cuando se llegaba a 1974. Así, al caer la dictadura, la burguesía se reorganizó en torno a este nuevo partido y a otra fuerza reaccionaria, pero con mucho menor peso, el Partido del Centro Democrático Social-Partido Popular (CDS). El aparato político de la dictadura fue destruido en gran parte. Esto permitió imponer una constitución que reconocía amplios derechos populares, leyes electorales democráticas y otras reglas. En España, por el contrario, el PP constituye una prolongación tardíamente adaptada del aparato franquista. Como consecuencia de todo esto, el sistema partidario portugués es más abierto. Y, tal vez por eso, el Bloco de Esquerda (BE) fue el primer partido europeo de convergencia de la nueva izquierda: nació en 1999 por razones políticas más que por la fuerza de los movimientos sociales. En España fue necesario, sin embargo, un poderoso movimiento social, años después, para dar origen a Podemos. Así, fue entonces cuestionada en España la alternancia entre la derecha y el centro socialdemócrata. Y fue de repente, mientras que en Portugal este bipartidismo había sido desgastado lentamente desde la emergencia del Bloco, veinte años antes. Hay que señalar, además, que el movimiento social ha sido y es más fuerte en España que en Portugal, con un protagonismo de las luchas sociales (el movimiento feminista o por la vivienda, por ejemplo) que no es comparable con el de mi país.


			Segundo, Portugal es un país homogéneo, mientras que España es un mapa de nacionalidades. Eso determina en España múltiples formas de expresión política bajo la forma de varios partidos y de gobiernos autonómicos o regionales. Estas, además, formatean, al mismo tiempo, la amenazadora rigidez del poder central —y hasta el papel de la monarquía y de las Fuerzas Armadas— y una maleabilidad de la negociación, cosa que los gobiernos del PSOE y los del PP aprovecharon con el PNV o con CiU y otras fuerzas. O sea, España tiene un poder central más violento, pero más articulado con negociaciones regionales.


			Cómo se acordó la geringonça



			La tercera particularidad de Portugal es que fuimos más castigados por el programa de austeridad y por la humillación de la presencia gobernante de la troika durante los años del “ajuste”, de 2011 a 2014. En España se aplicó la misma orientación —de hecho, está genéticamente inscrita en las reglas del euro—, pero en un contexto de mayor margen de maniobra y preservando el halo de la autoridad política nacional. España es una economía mayor, más desarrollada e integrada, y tiene más poder político en la UE. A quien lea estas líneas en España, le recordaría que el primer ministro de derechas en Portugal llegó a afirmar mucho después de la firma del memorando de la troika en 2011, explícita y valientemente, que su objetivo era “empobrecer Portugal” y que era necesario tomar “medidas más allá del programa de la troika” para demostrar la conformidad nacional con la austeridad y el poder de los acreedores.


			Ya se darán cuenta de a dónde quiero llegar con estas tres anotaciones. Si la población portuguesa tenía en 2015 la sensación y la experiencia de un programa de austeridad económicamente destructor, que se asociaba el gobierno de las derechas (PSD-CDS), y esperaba una solución política, esta solo podía depender de los partidos de izquierda —Bloco y Partido Comu­­nista de Portugal (PCP)— y del de centro —Partido Socia­­lista (PS)—, como resultado de las elecciones parlamentarias de octubre de 2015. Dado que estas condiciones hacían inviable la alternancia tradicional entre la derecha y el centro que había estado vigente hasta entonces, el “modelo portugués”, de acuerdo en puntos concretos programáticos para permitir el gobierno de António Costa, se impuso entonces por la voluntad aplastantemente mayoritaria de las bases de estos tres partidos.
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